Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 11 minutos) 


La Comisión da la bienvenida al señor Presidente del Banco de Previsión Social, Ernesto Murro y 
a los señores Directores Geza Stari, en representación de los jubilados y pensionistas, y Ariel Ferrari, 
representante de los trabajadores. Cabe indicar que el señor Director Geza Stari -en representación de la 
ONAJPU, Organización Nacional de Jubilados y Pensionistas del Uruguay- en oportunidad de tratarse este 
proyecto de ley que propone conferir al BPS la administración, mantenimiento y reparación de las viviendas 
para pasivos, nos adelantó su visión coincidente con esta iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Corresponde ahora escuchar la opinión de los señores Directores del Banco de Previsión Social - 
seguramente, su Presidente tendrá la voz cantante- sobre las funciones y obligaciones que esta iniciativa 
conlleva, así como también sobre las demás características de lo que será esa función que el Banco tendrá 
a su cargo al aprobarse este proyecto de ley. 


Para referirse a este tema, tiene la palabra el señor Murro. 


SEÑOR MURRO.- Para nosotros es un gusto compartir esta reunión con los señores Senadores. Tal como 
lo adelantó el señor Presidente, en el día de hoy me acompañan los señores Directores Geza Stari y 
Ferrari. 


Para nosotros este es un proyecto de ley importante, que apoyamos y que hemos promovido ya 
desde anteriores Administraciones. Ahora, tenemos la satisfacción de que ya está a consideración del 
Senado de la República y esperamos que sea aprobado. 


Sin duda, se trata de una iniciativa trascendente y compleja, que va a requerir una importante 
infraestructura en el organismo para su buena administración. Será un desafío más a encarar, que 
esperamos poder desarrollar de buena forma. 


En general, ya hemos diseñado en conjunto con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente -en épocas en que el hoy señor Senador Arana ocupaba la titularidad de esa 
Cartera- un nuevo programa habitacional dentro del cual se enmarca este proyecto de ley. Históricamente 
tuvimos solamente una construcción de viviendas que tuvo y tiene sus insuficiencias. 


La cantidad de viviendas construidas y entregadas desde 1987 ha sido insuficiente, más allá de 
las mejoras que se han realizado. Esa insuficiencia se ha visto en la cantidad y también en el sistema, que 
no atiende debidamente las necesidades de los jubilados y pensionistas, en particular aquellos de menores 
recursos. A partir de esta constatación, y ya desde la Administración y el Directorio anteriores, se comenzó 
a ensayar otros instrumentos complementarios a la construcción de vivienda. El actual Directorio, junto con 
el nuevo Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, ha tratado de profundizar esas 
medidas. Me refiero concretamente al programa de subsidio de alquileres, que ya se ha iniciado, y a los 
dos programas destinados a los hogares de ancianos. 


En todo el país existen cerca de noventa hogares de ancianos, debidamente identificados y 
anotados en el registro de instituciones del Banco de Previsión Social, que no tienen nada que ver con las 
casas de salud o con las residencias. El Banco dispone de dos instrumentos -que también están iniciados- 
que tienen que ver con la ampliación de dichos hogares para que, además de la población que hoy 
atienden -en general, muy bien- se puedan incorporar más personas beneficiarias del programa tradicional 
de vivienda para los jubilados y pensionistas. Al mismo tiempo, existe la posibilidad de que se financie de 
otra manera la atención integral de las personas en los hogares. En este sentido, recientemente hemos 
tenido la satisfacción -y queremos reconocerlo- de que el Parlamento aprobara por unanimidad una ley que 
había sido impulsada por nosotros y que dispone que se descuente el monto correspondiente directamente 
de la pasividad de los habitantes de los hogares de ancianos. En el próximo mes de junio estaremos 
implementando todo esto y la ley estará en marcha. Esta medida va a facilitar que las comisiones 
honorarias de voluntariado del país reciban directamente del Banco de Previsión Social los montos 
correspondientes, sin que ellos deban realizar un trámite que les insume tiempo y costo económico. Sin 


duda, esto va a significar un estímulo para que continuemos profundizando la política de hogares de 
ancianos, que es uno de los tres mecanismos -junto al de subsidios por alquiler y a la construcción de 
viviendas- que desarrollamos. 


Paralelamente y como parte de los contenidos del nuevo programa habitacional que nos ocupa, 
estamos adoptando una serie de medidas destinadas a los hogares de ancianos y a los núcleos 
habitacionales. Hablamos -reitero- de cerca de noventa hogares de ancianos y ciento noventa complejos 
habitacionales en todo el país, es decir, de casi trescientos núcleos habitacionales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Siento curiosidad por el tema de los hogares de ancianos, dado que en Colonia 
existen unos cuantos, muy buenos y que cumplen una función absolutamente relevante. Al parecer, son 
asociaciones civiles sin fines de lucro. 


SEÑOR MURRO.- Son del tipo de los de Colonia. Por eso los hemos diferenciado de las casas de salud y 
otras residencias de ancianos. Como hemos dicho, son noventa hogares de ancianos, identificados y 
perfectamente ubicados -sabemos, incluso, quiénes son las personas que viven en ellos- que son 
administrados por las distintas comisiones honorarias de voluntariado. Si bien no son hogares del Banco de 
Previsión Social, tienen una íntima relación con él y nuestra institución los apoya. 


El Banco de Previsión Social está, pues, llevando adelante iniciativas en relación con los 
hogares, los alquileres y las viviendas, e implementando una serie de medidas, que ya se han concretado, 
con el fin de “desguetizar”, es decir, generar instrumentos de integración intergeneracional y social. 


A fin de que los señores Senadores tengan una idea, les podemos contar que el Banco de 
Previsión Social hizo una encuesta en la mitad de estos 90 hogares. Dicha encuesta muestra que el 72% - 
casi tres de cada cuatro personas- de los habitantes de los hogares nunca recibe una visita en el correr del 
año. Ahora estamos haciendo encuestas similares en las viviendas. Por ejemplo, tenemos el Programa 
“Abuelo Amigo” que desarrollamos junto al INAU. Mediante este Programa, los niños y el personal del INAU 
concurren a estos lugares y realizan actividades en conjunto con los abuelos y, a su vez, estos van a los 
locales del INAU y colaboran con los docentes para lograr una integración. Los hemos llevado juntos a la 
colonia del BPS en Raigón; inclusive, han hecho obras de teatro en conjunto. Esto es muestra de la 
integración que estamos provocando. 


Este año, por primera vez se trabajó para que un grupo de personas que viven en seis complejos 
de viviendas se organizaran para desarrollar una experiencia de turismo social. Como ustedes saben, el 
BPS tiene un programa importante de turismo social, pero de esos 190 complejos habitacionales nunca 
nadie había salido a hacer una experiencia de turismo social. Organizamos salidas en seis núcleos 
habitacionales y se hizo una primera visita a la colonia de vacaciones del BPS en Raigón, San José, y ya 
se están programando otras. Hace pocos días, concretamente la semana pasada, se realizó el primer tour 
por la ciudad de Montevideo con los habitantes de estas viviendas; se trata de personas que están 
sumamente aisladas, que fueron trasladadas por la capital en el ómnibus solidario de la empresa CUTCSA. 
Estas son políticas que tienden a integrar a estos sectores y, a tales efectos, podemos decir que estamos 
trabajando con los Consejos de Educación Primaria y Secundaria. 


En este marco, para nosotros es muy importante la aprobación de este proyecto de ley, pues nos 
permitiría racionalizar, armonizar y consolidar una política de programa habitacional que no solo se pone en 
práctica mediante la construcción de viviendas. En alguna oportunidad hemos dicho que el día más feliz es 
cuando entregamos las llaves de las viviendas a la gente, pero si después no les generamos estímulos, 
integración y actividades, los complejos no funcionan. 


Por otro lado, podemos decir que por primera vez, en este mes de febrero el BPS apoyó el 
carnaval uruguayo. Antes no habíamos empleado esas políticas, pero este año hemos utilizado los 
espectáculos de carnaval para difundir información, repartir folletería y hacer anuncios de las leyes 
vigentes, a fin de que la gente supiera cómo puede ampararse a ellas. Como contrapartida, acordamos con 
DAECPU -lo hizo con mucha satisfacción- la realización de diez espectáculos de carnaval en los hogares 
de ancianos y en los complejos de viviendas, donde vive gente que normalmente está aislada. Todo esto es 
parte de una política que, aun con errores, estamos llevando adelante con mucho trabajo. Por tanto, en ese 
marco inscribimos la importancia de la aprobación de este proyecto de ley. 


En ese mismo sentido, estamos razonablemente preocupados. Tenemos mucha confianza en 
nuestra Institución, en nuestros funcionarios, en nuestros Gerentes y en nuestro Directorio, y eso lo hemos 
reiterado varias veces. Asimismo, tenemos confianza en que van a cumplir con todo esto, aun cuando 
creemos no ignorar su complejidad. 


El año pasado, luego de un planteamiento que hizo la Organización de Naciones Unidas al 
Gobierno uruguayo, nuestro país fue seleccionado como el único de América y de ingresos medios del 
mundo, para llevar adelante un proyecto de dicha organización denominado “Una ONU”. La idea es que las 
distintas agencias u organismos de la ONU trabajen coordinadamente con todos los organismos de 
gobierno de un país. Así, este organismo internacional seleccionó ocho países del mundo y tuvimos la 
suerte de que uno de ellos fuera Uruguay, lo que representa un elogio, dado que entendemos que es parte 
de la consideración de la que nuestro país está siendo objeto a nivel internacional. De esta forma, nuestro 
país fue seleccionado para llevar adelante una experiencia piloto en el sentido de hacer proyectos 
conjuntos entre los distintos organismos de la ONU y los gubernamentales. Esto se hace sin perjuicio de 
las cooperaciones que puedan existir, como las que se dan en el Parlamento nacional, a nivel del Gobierno 
o en instituciones privadas con la Organización Mundial de la Salud, la OIT o UNICEF. En este caso, la 
ONU busca una coordinación, articulación y racionalización de los proyectos de cooperación de sus 
organismos con los de nuestro país. ¿Qué tiene que ver lo que estoy diciendo con todo esto? Tiene que ver 
y mucho, porque nosotros presentamos ante el Gobierno uruguayo dos proyectos que fueron aprobados. 
Estas dos iniciativas también fueron aprobadas por la ONU y van a comenzar a desarrollarse a fines de 
este año o a principios de 2009. Esto depende tanto de este organismo internacional como de nuestro 
Gobierno. 


Uno de los proyectos presentados, que fue aprobado, está relacionado con la preparación 
necesaria para administrar esta ley. Nuestra propuesta está orientada a lograr que la ONU -como ya lo hizo 
en administraciones anteriores en nuestro país, concretamente en el programa de viviendas para jubilados 
y pensionistas- nos apoye para preparar al BPS para la administración de todo el programa habitacional. 
Esperamos que este apoyo no solamente esté dirigido al objeto de esta ley, sino que también se extienda 
al programa de hogares de ancianos y de subsidios por alquileres. Como dijimos aquí, un programa 
habitacional no solamente está destinado a resolver dónde se aloja a las personas mayores, sino que 
además hay que establecer qué otros servicios e iniciativas de integración les brindamos. Tal como dije, 
este programa ha sido aprobado y en este momento se están ajustando los detalles entre la OPP, el 
Ministerio de Relaciones Exteriores y la Organización de las Naciones Unidas. 


El otro proyecto que presentamos y que también fue aprobado, tiene que ver con la creación de 
un centro de estudios o de formación en seguridad social y su administración. Justamente, presentamos 
esta iniciativa y tuvimos la suerte de que fuera aceptada, porque creemos tener más o menos clara la 
complejidad de toda esta temática y sabemos que debemos preparar una poderosa infraestructura para 
recibir todo esto en nuestro organismo. 


(Ingresan a Sala varios asesores del Banco de Previsión Social) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a los asesores que acaban de ingresar a Sala. Puede 
continuar el señor Murro. 


SEÑOR MURRO.- En este momento se integran a la delegación la Directora, contadora Elvira Domínguez, 
el contador Alberto Conde, responsable de la Gerencia de Finanzas, el escribano Soutullo, Director Técnico 
de Prestaciones y la Técnica Administrativa Beatriz Franchi, Gerenta de Prestaciones Sociales. 


Estaba cerrando mi exposición señalando que el proyecto de las Naciones Unidas nos va a 
ayudar a prepararnos para asumir esa otra responsabilidad, por parte de un organismo que, como ustedes 
saben, en estos años ha asumido nuevas e importantes responsabilidades -históricamente, no lo había 
hecho- con relación a la reforma tributaria, reforma de la salud, plan de emergencia y plan de equidad. 


Nos sentimos con la capacidad y las competencias suficientes como para asumir el desafío, sin 
perjuicio de que somos conscientes de que es un tema complejo, tan importante como necesario. Creemos 
que ese proyecto de apoyo de las Naciones Unidas nos va a ayudar -junto con nuestros gerentes y 
funcionarios, que son muy competentes- a llevar adelante este emprendimiento. 


SEÑOR STARI.- Brevemente, quiero señalar que como ya concurrí a esta Comisión a hacer una 
exposición bastante extensa sobre el mismo tema, no voy a reiterar los mismos conceptos que, de alguna 
manera, han sido expresados nuevamente por el señor Presidente del Banco de Previsión Social. 


Este proyecto de ley fue elaborado laboriosamente para que contara con el acuerdo de los tres 
Ministerios firmantes -aunque después fue firmado por todo el Consejo de Ministros- y naturalmente, con el 
aporte del Banco de Previsión Social. La fundamentación que había leído en aquel momento expresa los 
motivos por los cuales el Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial, más allá de considerar que 
podía seguir asumiendo la responsabilidad, estima que está más adecuado a la órbita del Banco de 
Previsión Social. 


También me referí a la existencia de un convenio con las Naciones Unidas para preparar al 
Banco de Previsión Social, a nuestra preocupación sobre la complejidad del tema, y a los problemas que 
íbamos a tener que resolver. 


Simplemente, quiero señalar que acompaño a la delegación no solamente para ver lo que ocurría 
con los Ministerios que tenían que ver con este problema, sino para destacar que la Organización Nacional 
de Jubilados y Pensionistas del Uruguay -interesada directamente en este tema- y el Banco de Previsión 
Social, a través de varios de sus miembros en el Directorio, también tienen una opinión convergente sobre 
la necesidad de que este proyecto de ley sea aprobado. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR FERRARI.- Nosotros leímos la versión taquigráfica de la sesión en la que participó el Director 
Stari como integrante de la delegación de la ONAJPU; allí se planteó un tema que preocupaba a la anterior 
administración -tuvimos la suerte de estar ya integrando ese colectivo- referido a que pudiera estar 
volviendo lo que se había planteado en la segunda ley de urgencia y había salido de la administración del 
Banco. Según nuestra concepción, se trata de un programa de vivienda -no sólo con el objetivo de resolver 
un techo a los jubilados y pensionistas, sino desde la seguridad social- y, por lo tanto, son fundamentales 
las políticas que podamos desarrollar desde los distintos sectores. Históricamente tenemos un número de 
viviendas que están ocupadas por intrusos y a veces tenemos la contradicción de que los verdaderos 
dueños no las pueden ocupar porque desde los distintos ámbitos del gobierno nos solicitan que no los 
desalojemos, ya que también se trata de ciudadanos que tienen el derecho constitucional de tener una 
vivienda. Nosotros que administramos -o deberíamos hacerlo- lo único que hacemos es comunicar o no a 
un Ministerio, que es el que, en definitiva, tiene que asumir la responsabilidad que le confiere la ley. 


Por lo tanto, nos parece que simplifica, facilita y nos permite desarrollar este gran desafío. Ya se 
han comenzado a hacer algunos contactos; cuando todavía era Ministro el señor Senador Arana, el 
Ministerio, el Banco de Previsión Social y las contrapartes habían realizado las designaciones, porque este 
es un proceso que no es fácil. Los servicios del Banco vienen trabajando en cómo preparar esto -porque 
debe ser toda un área- tratando, desde el punto de vista de la gestión, de que sea más eficiente. A veces, 
dentro del Banco teníamos áreas compartimentadas, pero en esta Administración, con la creación de la 
Dirección Técnica de Prestaciones -un órgano desconcentrado, como antes era ATYR- se ha elevado y 
calificado más todo ese sector. 


Nosotros queremos referir sólo a un artículo, que en su momento en el Directorio planteamos y 
nos generó dudas, para que los señores Senadores, si lo entienden pertinente, lo consideren y lo analicen. 
Me refiero, concretamente, al artículo 6%, que tiene que ver con los recursos para que esta Administración 
pueda tener eficiencia. 


En nuestro caso somos un Ente Autónomo, que elabora anualmente su Presupuesto, de acuerdo 
con el artículo 221 de la Constitución. Pero este artículo 6% dice: “Los costos totales de administración así 
como los costos adicionales en que incurra el Banco de Previsión Social por las funciones que se 
transfieren por la presente ley, no podrá superar el monto de transferencias que le realice el Ministerio de 


Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente”. Creo que en este caso es necesario mejorar la 
redacción, porque, por un lado, no debemos estar condicionados a las transferencias que puedan o no 
hacer los Ministerios, y además es un tema que no hace al fondo del proyecto, cuya aprobación es urgente 
para comenzar con ese proceso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero aquí se está hablando de una política de subsidios de alquileres y de pagos 
de hogares de ancianos. En ese caso no hay un crédito presupuestal del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para atender ese tema; supongo que debe tener otra fuente 
presupuestal. 


SEÑOR FERRARI.- Aclaro que, además del tema de los cupos camas, está también el apoyo a los 
hogares de ancianos -por ejemplo, en infraestructura- que es otra de las políticas que se están llevando 
adelante dentro de las prestaciones sociales. Muchos de esos importantes hogares han crecido, se han 
desarrollado y tienen los servicios que ofrecen gracias a la participación y el apoyo económico que brinda 
el Banco de Previsión Social. Pero la ampliación de los cupos camas y los alquileres se financian con la 
contribución que hacen jubilados y pensionistas al Fondo de Vivienda, porque la ley permitió destinar parte 
de esos recursos a otras opciones habitacionales y no sólo a la construcción. Creemos que el tema de la 
administración debería estar comprendido dentro de ese presupuesto, pero respetando la independencia 
que tiene el Banco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece muy interesante el tema de los hogares de ancianos, porque sabemos 
que muchas veces se adjudican viviendas a jubilados que, por su avanzada edad o por tener alguna 
enfermedad, tienen problemas para atender sus propias necesidades y se hace difícil que vivan solos. A 
veces la cobertura tiene que ser mucho más amplia, como la que los hogares de ancianos -por lo menos 
los buenos- se encargan de brindar; por ejemplo, tiene que haber asistencia médica inmediata. Todos 
conocemos casos de personas que no pueden valerse por sí mismas y resulta imposible que vivan solas 
en una vivienda. Por mi parte sé que en el interior -no conozco cómo es la situación en Montevideo- se han 
construido viviendas estupendas; en Colonia, por ejemplo, hay viviendas excelentes, con unas vistas al río 
espectaculares. Pero insisto: hay personas de muy avanzada edad a quienes les resulta muy difícil 
procurar satisfacer sus propias necesidades por sí mismas, y esto determina que muchas veces vayan a 
vivir a esas viviendas otras personas para auxiliarlas y terminen quedándose con la propiedad cuando los 
titulares fallecen. Cuando concurrió el nuevo Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente a la Comisión, conversamos sobre este tema. Esta cuestión también se da en el movimiento 
cooperativo con las transferencias realizadas por fuera del sistema. 


Queremos saber a cuánta gente contempla y qué monto cubre este régimen de subsidios, así 
como también si los alquileres implican un subsidio total. Tengo entendido que, en cuanto a las viviendas, 
se atiende a aquellos cuyo ingreso no supera determinada cifra. 


SEÑOR FERRARI.- El límite son 12 Unidades Reajustables o 24 Unidades Reajustables en casos 
excepcionales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que se atiende a los menores ingresos de la escala. En el inciso 
cuarto del artículo 1% del proyecto de ley se plantea la sustitución del artículo 45 de la Ley N* 17.292, 
quedando redactado de la siguiente manera: “Compete al Banco de Previsión Social la determinación de la 
demanda cuantitativa y cualitativa en todo el territorio nacional, la elaboración del Registro de Aspirantes, 
establecer el orden de prioridad de los mismos y la adjudicación de las soluciones habitacionales, de 
acuerdo a los criterios que el Poder Ejecutivo determine”. Quisiera saber cuáles son esos criterios y si 
dependen solamente del nivel de ingresos, el núcleo familiar o la edad. Desconozco cuál es el universo de 
soluciones en esa materia. 


SEÑOR MURRO.- En este sentido, no se han propuesto cambios sustanciales; por ahora se mantienen los 
criterios preexistentes que provienen de Administraciones anteriores. 


Como ya expresé, tenemos 190 complejos de viviendas y han sido adjudicadas 5.700 viviendas 
en todo el país. Ese es el núcleo principal y estamos tratando de mejorarlo, fundamentalmente, a través de 
los mecanismos de integración cultural, social e intergeneracional. Al respecto, mencionamos algunos 
ejemplos en nuestra exposición inicial. Están en construcción unos centenares de viviendas que habían 
sido licitadas con anterioridad y hay una licitación en marcha por 600 viviendas nuevas. Además, tenemos 


alrededor de 91 hogares de ancianos, donde están viviendo unas 3.500 personas. La selección de quiénes 
ingresan allí hasta ahora la llevan a cabo los hogares de ancianos, que van a seguir realizando dicha 
actividad, pero nosotros planteamos que de la lista de aspirantes a viviendas haya gente que, en 
determinadas condiciones, pueda ir a vivir a dichos hogares, ofreciendo a los mismos un pago mensual de 
$ 9.000 por la atención integral. En este momento, estamos tratando de desarrollar el sistema y por eso 
dije que lo estamos iniciando. 


Hemos conversado sobre este tema con los hogares de ancianos y creo que la Gerente de 
Prestaciones Sociales, Beatriz Franchi, podría ampliar la información. Además, los aquí presentes 
mantuvimos un par de encuentros -el último se realizó en el mes de diciembre- con la Red Nacional de 
Hogares de Ancianos, ya que teníamos algunas preocupaciones importantes. Una de ellas era que se 
aprobara la ley -lo cual ya fue concretado- a fin de que el Banco de Previsión Social transfiriera 
directamente los descuentos de la pasividad, hecho que facilita mucho la obtención de recursos y la 
administración de los hogares. La otra, que está resuelta a nivel del Poder Ejecutivo y que ya hemos 
transmitido, tiene que ver con que se van a compensar los aportes patronales de los hogares de ancianos. 
En ese sentido, existe un compromiso del Poder Ejecutivo, dado que tienen una presupuestación hecha, 
con relación a lo que son las comisiones honorarias administradas por voluntariado, debido a los cambios 
producidos a raíz de la reforma tributaria. Todavía hay un decreto vigente sobre exoneración de aportes, 
que va a ser sustituido por una compensación contra asistencia financiera del Banco de Previsión Social. 
Estos eran dos aspectos que generaban preocupación a fines del año pasado y ya han sido resueltos. 


En cuanto a lo que preguntaba el señor Presidente respecto a cómo se accede a estas soluciones 
habitacionales, hay una serie de criterios técnicos precisamente definidos. En ese sentido, el Director 
Técnico de Prestaciones, Escribano Antonio Soutullo, o la Gerente de Prestaciones Sociales, Beatriz 
Franchi, aquí presentes, podrían brindar más detalles, pero en definitiva, se toman una serie de parámetros 
-como un tope de ingresos, la edad de la persona o si ella tiene alguna discapacidad- partiendo de la base 
de que hasta el momento tenemos insuficiencia de soluciones habitacionales con respecto a la demanda 
existente. 


El otro mecanismo importante que también se ha iniciado es el subsidio de alquiler. Inicialmente 
fue planteado para aquellas poblaciones en las que hay menos de cinco solicitudes -donde es claro que no 
vamos a construir- o en casos de desalojos con lanzamiento. Ya se han aprobado las normas respectivas y 
se está iniciando el proceso. Nos parece un mecanismo interesante -aunque, naturalmente, habrá que 
probarlo y evaluarlo- porque permitiría que la persona se quedara en su pueblo, en su barrio y cerca de su 
familia. El alquiler se solventaría con el propio fondo de vivienda porque sería un mecanismo sustitutivo de 
la construcción de vivienda nueva o de adjudicación. 


En nuestra opinión, todos esos procedimientos están técnicamente regulados. A vía de ejemplo, 
el Directorio no interviene salvo que llegue un recurso en relación a una adjudicación de vivienda o a un 
desalojo. Eso se procesa en base a criterios técnicos, que las gerencias respectivas con mucho gusto 
podrían explicar. 


SEÑORA FRANCHI.- Nosotros tomamos conocimiento de los ingresos del solicitante a través de una 
interfase que tenemos con el sistema de jubilaciones y pensiones. A su vez, cuando la persona no es 
jubilada o tiene otra pasividad, le hacemos firmar una declaración jurada, porque todavía nos falta algún 
cruce de información. Una vez que la persona demuestra que tiene ingresos menores a 12 Unidades 
Reajustables, de acuerdo con la ley, se hace un estudio preliminar en el que se analizan su edad, condición 
física, familia, etcétera. Posteriormente, interviene un asistente social que le hace un baremo social en el 
que investiga su situación social y familiar. En base a esto, se obtiene un coeficiente que forma parte de un 
puntaje que, a su vez, se incluye en un ranking según el cual se hace la adjudicación. Los casos en que se 
denota cierta discapacidad del aspirante o un deterioro más importante, también son estudiados por un 
médico para definir si está en condiciones de ir a una vivienda común o si tendría que derivarse a un hogar. 

Por ahora, nosotros estamos derivando a los hogares a las personas que ya están viviendo en los 
complejos y que por su condición física no pueden estar solas -por deterioro psíquico u otros factores- a fin 
de que haya una mayor disponibilidad de viviendas para los adultos mayores que sí están en condiciones 
de habitar una vivienda normal con mejor calidad de vida. 


En cuanto a los alquileres, estamos trabajando en el interior en coordinación con el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y con la Contaduría General de la Nación, que es la 


que inspecciona la casa que va a ser alquilada. En primera instancia, hemos utilizado este procedimiento 
en localidades muy pequeñas, donde no tiene sentido que se construyan viviendas. 


Por ahora, esto es cuanto puedo manifestar en lo que tiene que ver con el procedimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Esto se atiende con cargo al Fondo Nacional de Vivienda? En la ley de creación 
de dicho Fondo, ¿se prevé, con esa generalidad, atender este tipo de soluciones? Consulto esto porque, 
según tengo entendido, se creó para construcción y mantenimiento. ¿No es así? 


SEÑOR FERRARI.- Eso se modificó en virtud de lo dispuesto en la segunda Ley de Urgencia, que en su 
artículo 45 abrió la posibilidad a opciones habitacionales. Ese artículo, por ejemplo, habilita a dar 
préstamos a los hogares de ancianos -a reintegrar prácticamente sin interés- para que amplíen el cupo de 
camas que tienen. Esto lo recibirían a título de beneficiarios y con destino a una obra civil nueva o para una 
transformación, por ejemplo, de una habitación que esté en desuso y que se pueda transformar para ubicar 
allí dos o tres camas. 


Entonces, para llevar a cabo la obra civil, hay préstamos con cargo al Fondo; si mal no recuerdo, 
el monto máximo es de $ 250.000. El BPS compensa la retención de la pasividad hasta $ 9.000. De eso se 
trata la atención integral al jubilado y al pensionista: no sólo tiene que ver con el tema de la hotelería, sino 
también con la alimentación, la salud y la higiene. Hablamos, entonces, de una calidad de vida distinta - 
creo que superior- que la que implica darles sólo la vivienda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo que cuando se comenzó con los Consejos de Salarios, a los hogares de 
ancianos se los incluía en el grupo de la salud; pero como la cobertura era tan grande, había enormes 
diferencias en lo que a la masa salarial se refiere. Había distintos grupos de gente usufructuando toda 
clase de servicios. Eso, al final, se solucionó. 


SEÑOR FERRARI.- Se mantienen dentro del mismo grupo, pero diferenciados en un subgrupo específico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahí radicaba la enorme preocupación que teníamos a este respecto, porque allí no 
sobra nada: los recursos siempre son apenas los justos. 


SEÑOR ARANA.- Este sistema, bastante ingenioso, apunta a tratar de dar créditos a algunas casas que 
atienden a personas de mucha edad. Considero que es una manera de solucionar determinados 
problemas; desde luego, esto sería haciendo uso de los créditos del Estado, más concretamente, del 
Fondo. 


SEÑOR FERRARI.- Nos pareció que era la forma más urgente de resolver estos temas, de dar una 
respuesta. Una persona de alrededor de 70 años no puede esperar los tres o cuatro años que, de pronto, 
demora todo el proceso de licitación y construcción. 


SEÑOR ARANA.- Personalmente, pienso que lo mejor sería que todo el mundo percibiera más de 12 U.R. 
y que cada uno pudiera tener su propia solución habitacional en las proximidades de un barrio que le 
gustara o donde vivieran sus amigos y familiares, pero esto todavía es una utopía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial, agradecemos la 
presencia de nuestros invitados. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 55 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


